Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 13 y 15 minutos.) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“Proyecto de ley presentado por la señora Senadora Topolansky y los señores Senadores 
Agazzi, Antognazza, Martínez y Rosadilla, por el que se designa con el nombre “Francisco Encarnación 
Benítez al Instituto Nacional de Colonización.” 


-La Comisión continúa con la consideración de la Carpeta N* 852/2012: proyecto de ley por 
el cual se establece el régimen legal para las actividades de pesca y acuicultura. 


En la sesión anterior avanzamos en la aprobación del articulado hasta el Capítulo X, dejando 
pendiente de consideración el último, que es el XI. Además, desglosamos algunos artículos para 
continuar con su análisis en el día de hoy, luego de consultar a la División Estudios Legislativos para 
que nos diera su opinión sobre el Capítulo X en general, referido a infracciones y sanciones -para ver si 
había una relación adecuada entre sus artículos-, y también acerca de algunas disposiciones 
específicas contenidas en él. Hemos recibido el informe correspondiente, que Secretaría ha hecho 
llegar en el día de hoy a cada uno de los señores Senadores. 


La Presidencia entiende que podemos comenzar a considerar los artículos cuya votación 
habíamos postergado teniendo en cuenta la opinión que surge del citado informe. 


SEÑOR AGAZZI.- Recién hemos recibido el informe de la División Estudios Legislativos, en el que 
consta su opinión sobre planteamientos muy importantes que le hicimos desde el punto de vista 
conceptual. Quiero destacar el excelente nivel técnico de este informe, máxime teniendo en cuenta el 
poco tiempo de que dispusieron para elaborarlo. 


Como decía el señor Presidente, la información aquí contenida tiene que ver con el Capítulo 
X en general. Sin embargo, hay un asunto que pienso que para la Comisión es previo. Se trata del 
numeral 23 del artículo 12, que establece los cometidos y atribuciones de la Dirección Nacional de 
Recursos Acuáticos. Este numeral expresa: “Percibir y afectar los ingresos económicos derivados del 
pago de precios, tasas, derechos de acceso y multas por infracciones, de acuerdo a la normativa 
vigente”. A este respecto y mirando el informe de la División Estudios Legislativos me surge la siguiente 
reflexión: si no tenemos tiempo de estudiar detalladamente todo el informe que nos hicieron, va a ser 
difícil incorporar los conceptos que nos sugieren. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿No será conveniente dar lectura al informe enviado por los integrantes de la 
División Estudios Legislativos, a los efectos de que todos los señores Senadores estemos al tanto de lo 
que expresa, porque tenemos el inconveniente de que muchos señores Senadores no lo han leído 
aun? 


SEÑOR AGAZZI.- Considero que lo más conveniente es que, al tratar el artículo 12, que establece los 
cometidos y atribuciones de la Dirección Nacional de Recursos Acuáticos, vayamos dando lectura 
también al informe que ha enviado la División Estudios Legislativos al respecto, para luego resolver. 
Seguiríamos avanzando de esa manera, guiándonos con el informe para tomar las decisiones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esa era la sugerencia. 


Léase el texto del informe referido al numeral 23) del artículo 12. 


(Se lee:) 


“Respecto a la primer interrogante relativa al numeral 23) del artículo 12, el nomen juris de 
dicho artículo refiere a los cometidos y atribuciones de la Dirección Nacional de Recursos Acuáticos, en 
adelante, Dinara. Dentro de las atribuciones de la Dinara se transcribe el numeral 23), el cual dice: 
“Percibir y afectar los ingresos económicos derivados del pago de precios, tasas, derechos de acceso y 
multas por infracciones, de acuerdo a la normativa vigente”. 


Al ser un atributo de la Dinara la percepción y afectación -para el caso de los tributos (tasa)- 
dicha Dirección se convertiría en el ente destinatario del mismo, pero en rigor, la distribución de ese 
producido parecería no ser resorte de la presente iniciativa, en virtud de ser materia emparentada con 
lo presupuestal, tal cual lo plantea el señor Senador Bordaberry. 


Se destaca que el numeral implementa diversas formas de ingresos públicos de diferente 
naturaleza jurídica, pues, incluye a los precios, que se encuentran definidos en el inciso 2* del artículo 
10 del Código Tributario, las tasas en el artículo 12 de dicho Código, y los derechos de acceso y multas 
por infracciones. 


En rigor, dicho numeral determina en forma programática cuáles podrán ser los recursos con 
que contará la Dirección, pero no determina en forma contingente la implementación de tributos y 
precios. En cambio sí lo hace respecto al destino de todos los ingresos previstos por derechos y multas 
que se prevén en el presente proyecto. 


En cuanto a la arista procedimental corresponde indicar que al no prever la sanción de 
impuestos sino solamente de tasas (otra de las especies) no requiere la mayoría calificada del artículo 
87 de la Constitución”. 


SEÑOR AGAZZI.- Creo que es muy preciso el lenguaje que se utiliza en el informe; no habla de 
impuestos sino de tasas, ya que los impuestos están creados en otras leyes. Además, habla de 
“percibir” -con lo que tampoco se refiere a lo tributario- “y afectar los ingresos económicos”. 


Respecto al procedimiento, en lo que tiene que ver con percibir y afectar los ingresos 
económicos, al no sancionarse nuevos impuestos, no se requiere mayoría, ni se violentan otras 
normativas vigentes en la materia; tampoco las explicita, pero en una ley no es necesario citar todas 
las demás disposiciones que hacen referencia a la materia. 


Por lo tanto, sugiero que el numeral 23) quede redactado tal como está. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el numeral 23) del artículo 12. 
(Se vota:) 
-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Pasamos a considerar el artículo 77, que no fue votado y para el cual se sugería una nueva 
redacción. 


Léase por Secretaría el informe que hizo la División Estudios Legislativos con relación a 
dicho artículo. 


(Se lee:) 


“Comenzando el análisis de las observaciones planteadas por los señores Senadores, 
corresponde indicar que el señor Senador Bordaberry (en fojas 14 de la versión taquigráfica) planteaba 


una inquietud relativa al destino del producido por concepto de multas. En ese sentido, no hallamos 
inconveniente jurídico en que se destine a los proventos funcionales, aunque ello será regulación en 
otro tipo de instancia. De todos modos, no advertimos que en el texto proyectado se encuentre 
plasmada dicha solución. 


En cuanto al infraccional proyectado, cabe resaltar que estamos en la arista “administrativa' 
exclusivamente, no incursionando “en ciernes” en criminalización de especie alguna. 


Sin perjuicio de lo cual, también rigen las garantías tuitivas mínimas aplicables en el derecho 
sancionatorio, como ser el “tipo”, 'non bis in idem' y todas aquellas derivadas del principio de legalidad y 
del Estado de Derecho. 


Continuando con la inquietud manifestada por el señor Senador Bordaberry en la página 9 de 
la versión, en la cual manifiesta una eventual incongruencia entre los numerales 1) y 4) del artículo 77 
(infracciones muy graves) el primero desglosado en la votación en el seno de la Comisión, cabe 
expresar lo siguiente. 


En primer lugar sería conveniente clarificar el alcance de la primera parte del numeral, en 
virtud que en la redacción actual no se vislumbra la “antijuridicidad” de la acción, pues de la 
sustanciación del resto del proyecto, el pescar 'con embarcaciones autorizadas para la pesca industrial 
en aguas continentales...', no parecería ser una hipótesis -por sí misma- como para calificarla de 'muy 
grave”, si no está establecida expresamente en el ordenamiento. 


En segundo lugar, conforme a la observación formulada por el señor Senador Bordaberry, 
esta División sugiere reformular la redacción de ambos numerales a los efectos de neutralizar 
eventuales inconsistencias entre ellos.” 


SEÑOR AGAZZI.- Aquí hay dos problemas. Por un lado, la posible contradicción entre los numerales 1) 
y 4) y, por otro, que el hecho de “Pescar con embarcaciones autorizadas para la pesca industrial en 
aguas continentales o en las zonas reservadas a la pesca artesanal” se vincula a lo establecido en los 
artículos 6% y 8. Quizá estoy complicando un poco el tema, pero creo que es bastante simple de 
entender. 


El artículo 6* define a la pesca en función del espacio y luego la clasifica en pesca marítima y 
en pesca continental. Entonces, cuando volvemos al artículo 77 nos encontramos con el numeral 1), 
que establece: “Pescar con embarcaciones autorizadas para la pesca industrial en aguas 
continentales”, pero en realidad refiere a este concepto de pesca continental. Este numeral está mal 
redactado, ya que debería expresar: “Pescar con embarcaciones autorizadas para la pesca industrial 
en aguas destinadas a la pesca continental” -que es acorde a la definición del artículo 6*- “o en las 
zonas reservadas a la pesca artesanal”. A propósito de ello, el artículo 8% define a la pesca en función 
de las características de las embarcaciones y de las artes de pesca empleadas y distingue entre pesca 
artesanal y pesca industrial. 


De manera que, a la hora de pensar en el numeral 1) del artículo 77, debemos tener en 
cuenta el espacio acuífero en el que se pesque y las características de las embarcaciones. Por lo tanto, 
creo que la infracción muy grave es “Pescar con embarcaciones autorizadas para la pesca industrial” 

-definida en el artículo 8*- “en aguas destinadas a la pesca continental o en las zonas reservadas 
a la pesca artesanal.” 


Si leemos los tres artículos juntos, tiene sentido decirlo así; se trata de una infracción muy 
grave. Quiero aclarar que la pesca industrial está definida en el literal b) del artículo 8*. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, dice lo siguiente: “b) Pesca industrial: es la pesca que no reúna las 
condiciones y requisitos para ser considerada pesca a pequeña escala o artesanal”. 


SEÑOR AGAZZI.- Esto significa que la pesca industrial la hacen las embarcaciones de gran porte. 
Quien pesque con embarcaciones de este tipo en aguas destinadas a la pesca continental -como dice 
el artículo 6*- o en la zona reservada para la pesca artesanal -como establece el artículo 8*-, estaría 
haciéndolo fuera de la zona autorizada. Por tanto, me parece que la redacción estaría bien, pero 
habría que hacerle una pequeña modificación y decir “en aguas destinadas a la pesca continental”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De esa forma la redacción del numeral 1) del artículo 77 sería: “Pescar con 
embarcaciones autorizadas para la pesca industrial en aguas destinadas a la pesca continental o en 
las zonas reservadas a la pesca artesanal” 


SEÑOR SARAVIA.- No recuerdo la otra sugerencia del señor Senador Agazzi. 


SEÑOR AGAZZI.- Hay que examinar el numeral 4) de este mismo artículo para que no se contradiga 
con la modificación planteada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 77 con la modificación propuesta para el numeral 1). 
(Se lee:) 
“Artículo 77 (Infracciones muy graves).- Se considerarán infracciones muy graves: 


Pescar con embarcaciones autorizadas para la pesca industrial en aguas destinadas a la pesca 
continental o en las zonas reservadas a la pesca artesanal”. 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el numeral 1) del artículo 77 con la redacción a 
la que se acaba de dar lectura por Secretaría. 


(Se vota:) 
-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR AGAZZI.- Ahora debemos considerar el numeral 4), porque habría una contradicción. La 
redacción actual dice: “Capturar o extraer recursos hidrobiológicos declarados en veda, o hacerlo en 
zonas diferentes a las señaladas en el permiso o en las áreas reservadas”. Creo que tenía razón el 
Senador que se refirió a este punto porque aquí se repite lo que dice el numeral 1) Para mí el numeral 
4) solamente debería decir: “Capturar o extraer recursos hidrobiológicos declarados en veda” y habría 
que eliminar el resto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso iría en línea con lo que establece el informe jurídico. 
Léase el numeral 4) con la sugerencia realizada. 
(Se lee:) 
“4) Capturar o extraer recursos hidrobiológicos declarados en veda”. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


El siguiente artículo desglosado es el 79, sobre el que la División de Estudios Legislativos 
también hace una consideración que solicito se lea por Secretaría. 


(Se lee:) 


“Respecto a la observación formulada por el señor Senador Nin Novoa a instancia 
de la Cámara de Armadores sobre el artículo 79 -infracciones leves- (página 12) si bien la nueva 
redacción pretende incrementar el marco garantista mínimo tuitivo aplicable en derecho sancionatorio, 
en rigor en el artículo 75 ya se establece como requisito constitutivo de cualquier clase de infracción 
que “la acción u omisión contraria a las disposiciones contenidas en la presente ley, a las obligaciones 
derivadas de los acuerdos internacionales...”. O sea, a nuestro juicio, el aditivo en la redacción 
propuesto por el señor Senador Nin Novoa ya estaría contemplado en el primer artículo del Capítulo de 
Infracciones y Sanciones. 


Esto es, en la redacción de la Cámara de Representantes se preveían como 
infracciones leves todas las conductas que no encartaban en las hipótesis de muy grave y graves, sin 
estipular la violación a ordenamiento alguno. Pero va de suyo que para ser infracción tiene que 
violentar el ordenamiento en la materia conforme a lo expuesto en el artículo 75, antes analizado”. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Creo que había propuesto eliminar este artículo; no lo recuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No; había leído un agregado que había propuesto la Cámara de 
Representantes. 


Léase. 
(Se lee:) 


“A los efectos de la presente ley se consideran infracciones leves las acciones u omisiones 
que constituyan el incumplimiento de las obligaciones previstas en la legislación pesquera nacional o 
en las normas internacionales debidamente ratificadas por el país, siempre que no estén tipificadas 
expresamente como graves o muy graves”. 


SEÑOR AGAZZI.- El informe de la División Estudios Legislativos dice que esto ya está contemplado en 
el artículo 75. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Entonces, lo mantenemos como está. 


SEÑOR PRESIDENTE. Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 79 tal cual figura en 
el proyecto. 


(Se vota:) 
-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 83, que también fue desglosado. 
Léase el informe de la División Estudios Legislativos. 

(Se lee:) 


“Conforme al aporte efectuado por el señor Senador Larrañaga en la página 13, cabe aclarar 
que podría establecerse en el propio proyecto el procedimiento aplicable al presente contencioso, tal 
cual acontece con el Capítulo Tercero del Código Tributario y así también con el infraccional aduanero 


estipulado en el Capítulo VIl de la Ley N* 13.318, pues en ambos ordenamientos se implementan 
infracciones y sanciones específicas, como acontece en este proyecto. 


De lo contrario, al ser la resolución de la Dinara un acto administrativo se activarían los 
procedimientos establecidos por los artículos 317 y 318 de la Constitución, de las Leyes Nos. 15.524, 
15.869, y modificativas, siendo una decisión política de la Comisión escoger la alternativa pertinente. 
Esto es, implementar el procedimiento o no hacerlo, como figura hasta el presente. 


En lo que tiene que ver con el artículo 83, Acumulación de sanciones” se plantea la duda de 
cuál es la norma administrativa que respalda el decomiso del producto de la pesca y el decomiso 
secundario sobre los vehículos, embarcaciones, instrumentos y artes de pesca directa o indirectamente 
vinculados a la comisión de la infracción, sin importar a qué título los posea el infractor, porque -según 
dijo el señor Senador Agazzi- una sanción tan pesada debe respetar el derecho de los administrados”. 


Asimismo y respecto a la temática contenida en el mismo artículo, el señor Senador Nin 
Novoa presentó una redacción alternativa que establece: 'Además de las sanciones previstas y en 
forma accesoria a estas, previa reglamentación del Poder Ejecutivo, podrá disponerse el decomiso 
cautelar de productos y el decomiso secundario sobre los vehículos, embarcaciones, instrumentos y 
artes de pesca, directa o indirectamente vinculados en la comisión de la infracción. Verificado el mismo, 
el organismo dará cuenta de ello a la autoridad judicial competente dentro de las 48 (cuarenta y ocho) 
horas hábiles siguientes, estando a lo que esta determine”. 


Respecto a esta redacción expuesta en el párrafo precedente, cabe expresar que la misma 
no se ajusta a la estructura procedimental planteada, en virtud de que para ello debería implementarse 
un procedimiento infraccional específico, tal cual ocurre en el Derecho Aduanero, no siendo de recibo 
una solución exclusivamente administrativa por la vía de la reglamentación. 


Volviendo al análisis de proyecto, en primer lugar, en aplicación del artículo 10 de la 
Constitución es menester que la infracción y sanción proyectada esté contenida en una norma con 
rango de ley formal y no administrativa, al menos en su estructura básica, como señaló el señor 
Senador Agazzi, a fojas 20. 


En segundo lugar, se estipula en forma potestativa el decomiso de productos y secundario de 
medios utilizados para cometer la infracción. Parecería que una sanción tan grave como el decomiso, 
no podría ser potestativa de la Dinara sino que debería estar estrictamente regulada en el propio texto 
legal, tal cual acontece con la infracción aduanera de contrabando (artículo 253 y siguientes del 
infraccional) que en el proemio del primero establece el tipo infraccional, los 10 numerales indiciarios y 
en el artículo siguiente enlaza la sanción, entre otras, el decomiso de productos y medios”. 


SEÑOR AGAZZI.- En mi opinión, este artículo contiene tres familias de conceptos y habría que analizar 
a cada uno de ellos. 


La primera de esas familias es a la que refiere el comienzo del informe sobre este artículo; en 
otras palabras, tiene que ver con si es necesario o no mencionar el procedimiento aplicable para la 
acumulación de sanciones. El primer inciso del artículo 83 dice: “En caso de violación a más de un 
precepto normativo, podrán acumularse las sanciones que debieran aplicarse”. Mientras tanto, el 
informe jurídico dice que se puede establecer en el propio proceso el procedimiento aplicable, tal como 
acontece con el Capítulo Tercero del Código Tributario, así como con el infraccional aduanero 
estipulado en las leyes que se mencionan. 


Al ser la resolución de la Dinara un acto administrativo, se activarían los procedimientos 
establecidos en los artículos 317 y 318 de la Constitución de la República. Estos artículos son los que 
disponen cómo se pone en funcionamiento el mecanismo de los actos administrativos y son muy 
generales. 


Después tenemos las Leyes N* 15. 524 y N* 15.869 y modificativas. Eso es lo que se aplica 
en estos casos, según la opinión de la División Estudios Legislativos. Nosotros tenemos que resolver si 


lo incluimos o no en esta ley. 


Quizás este tema se debería estudiar un poco más en profundidad. Recordemos que esto 
fue planteado por el señor Senador Larrañaga, al decir que conviene incluir en el texto cuál es la norma 
que rige el procedimiento administrativo. 


Esta es una familia a las que me refería anteriormente. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Cuando planteamos esa redacción involucrábamos a la autoridad judicial 
competente, que es lo que se expresa en la última parte del informe sobre este artículo: “Parecería que 
una sanción tan grave como el decomiso, no podría ser potestativa de la Dinara”, etcétera. En fin, en 
mi opinión, el Poder Judicial debería estar involucrado. 


SEÑOR SARAVIA.- Sí, tal como ocurre con el decomiso de aduana, respecto a lo cual tiene incidencia 
el Poder Judicial. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Solicito que se desglose, señor Presidente, a efectos de pensar un poco más el 
texto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda desglosado, entonces, el artículo 83. 


SEÑOR AGAZZI.- Simplemente quiero recordar que, como había dicho antes, el artículo 83 refiere a 
tres familias de conceptos. Hablé de la acumulación de sanciones y restarían: cuáles serían las 
sanciones a acumular y el decomiso cautelar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde pasar a considerar el artículo 84 
Léase el informe de la División Estudios Legislativos. 
(Se lee:) 


“Respecto al artículo 84, debemos decir que si bien enlaza directamente a todos los 
eventuales participantes de la infracción, llama la atención que no se establezca la solidaridad de los 
mismos, pues esta responsabilidad directa no asegura la efectividad de la sanción, si ello es el objetivo 
buscado. 


Por otro lado, tratándose de materia infraccional, consideramos que no puede desconocerse 
el principio general del Derecho Penal en lo que tiene que ver con la “Teoría de la participación en el 
delito”, pues se estaría imputando el mismo grado de responsabilidad a sujetos que no han tenido el 
mismo grado de culpabilidad. 


A modo indicativo, tanto en el ordenamiento del Derecho Financiero como del Aduanero, 
están previstas no solo las infracciones y su correspondiente sanción, sino también la responsabilidad 
de cada uno de los agentes. Es paradigmática la graduación establecida por los artículos 284 y 
siguientes del infraccional aduanero ya citado”. 


SEÑOR NIN NOVOA.- En realidad, el artículo 84 no enlaza eventualmente a todos los participantes en 
la infracción; por ejemplo, el capitán del barco queda afuera, cuando en los hechos es el primer 
responsable de la infracción cometida. La propuesta que nosotros hacíamos era que los capitanes no 
podían quedar afuera de esta responsabilidad, aunque comparto plenamente el resto del dictamen 
respecto de los grados de responsabilidad y de culpabilidad. 


SEÑOR SARAVIA.- Mis comentarios van en la misma línea de lo que dijo el señor Senador Nin Novoa, 
porque en realidad, ¿cómo sabe el dueño de la empresa o el armador, desde su oficina, que el capitán 


violó el límite de la zona de pesca? El capitán es el que sabe lo que sucede arriba del barco, es el 
principal responsable, pero el artículo no establece claramente el nivel de responsabilidad que tienen. 


En esa línea de razonamiento, me parece que en el análisis de la División Estudios 
Legislativos tampoco queda claro hacia dónde apunta 


SEÑOR AGAZZI.- Según entiendo, tendríamos de juntar la propuesta que hizo hace dos semanas el 
señor Senador Nin Novoa sobre el tema de los capitanes y de la responsabilidad que le cabe a cada 
uno, con lo que nos propone la División Estudios Legislativos: que cada uno de estos actores participe 
según la responsabilidad que le corresponde. Por lo tanto, voy a proponer que el artículo quede 
redactado de la siguiente manera: “Los titulares de permisos, concesiones y autorizaciones, así como 
los armadores pesqueros, serán los responsables directos por las infracciones que se den en 
aplicación de la presente ley, sin perjuicio de la responsabilidad que pueda corresponder a los 
capitanes de los buques según lo establezca la reglamentación de esta ley, teniendo en cuenta la 
responsabilidad que le corresponde a cada uno”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, ¿esa responsabilidad la va a marcar la reglamentación y no la ley? 


SEÑOR NIN NOVOA.- No estoy seguro del alcance jurídico que puede tener la expresión “sin 
perjuicio”. 


SEÑOR AGAZZI.- Cuando nosotros recibimos la información sobre este artículo, lo que nos dijo la 
Dinara es que hay dos responsables claros, que son el titular del permiso y el armador, que es el que 
arma la tripulación. Lo que decía el señor Senador Nin Novoa es que muchas veces esa tripulación 
armada, que tiene un capitán, puede cometer infracciones de las que no necesariamente está al tanto 
el armador, pero sí el que está a bordo. Hay una responsabilidad distinta, que es difícil marcar, entre el 
titular del permiso y el armador, que son los responsables mayores, y el capitán, que es el que está en 
la operativa. Me parece que no sería bueno dejar que su responsabilidad quede en igualdad de 
condiciones, y por eso propuse la expresión “sin perjuicio”, porque es una manera de marcar que el 
titular del permiso tiene una responsabilidad, porque a él el Estado le dio una autorización para 
capturar ese bien público que son los peces. También es responsable el armador, porque es quien 
eligió al capitán, y que el que tiene responsabilidades operativas es el capitán. 


Los empresarios nos pedían que tuviéramos en cuenta que ellos no están arriba del barco, 
pero tanto los titulares de los permisos como los armadores son responsables, sin perjuicio de la 
responsabilidad que les pueda caber a los capitanes, y el sentido político de esto es que quede claro 
cómo se asignan las responsabilidades. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Como aporte para la reflexión, voy a leer lo que dice la Ley española de 2003 
respecto a las infracciones: “1) Son responsables de las infracciones tipificadas en esta Ley las 
personas físicas o jurídicas que las cometan, aun cuando estén integradas en asociaciones temporales 
de empresas, agrupaciones o comunidades de bienes sin personalidad”, es decir, sin personalidad 
jurídica, cosa que tampoco está prevista. 


A su vez, en su numeral 2 expresa: “2. Cuando la infracción sea imputable a varias personas y 
no sea posible determinar el grado de participación de cada una, responderán solidariamente:” -esto 
también lo menciona el dictamen de la División Estudios Legislativos- “a) Los propietarios de buques, 
armadores, fletadores, capitanes y patrones o personas que dirijan las actividades pesqueras, en los 
supuestos de infracciones de pesca marítima. b) Los transportistas o cualesquiera personas que 
participen en el transporte de productos pesqueros con respecto al supuesto de infracción previsto en 
el artículo 99 d). c) Los propietarios de empresas comercializadoras o transformadoras de productos 
pesqueros y personal responsable de las mismas en los casos de infracciones que afecten a estas 
actividades. d) Los titulares de la concesión de la lonja pesquera respecto de la identificación de las 
especies, así como de la venta de productos de talla o peso inferiores a los reglamentados”. 


Parecería, entonces, que en la legislación comparada los patrones, los capitanes y los que 
dirigen la actividad pesquera son responsables directa y solidariamente. Por lo tanto, creo que tenemos 


que estudiar este artículo un poco más para ver cómo incluimos ese aspecto. En todo caso, me 
llevaría la redacción armada por el señor Senador Agazzi, para analizar si la expresión “sin perjuicio” 
no implica una acción subsidiaria. 


SEÑOR AGAZZI.- No tengo inconveniente. 
SEÑOR NIN NOVOA.- Creo que debemos pensar un poco más esta redacción. 
(Se suspende momentáneamente la versión taquigráfica.) 


SEÑOR AGAZZI.- Me parece bien nombrar a todos los actores posiblemente responsables, sin 
establecer un nivel general. Ahora que escuché lo que establece la ley española, me parece que eso 
está claro y que habría que incluirlos a todos: titulares de permisos, concesiones o autorizaciones, 
armadores pesqueros y capitanes. Eso sí, se debe dejar claro que es según la responsabilidad que 
tenga cada uno y establecer el concepto de la responsabilidad solidaria. Repito, me parece que está 
bien y que es claro. 


SEÑOR SARAVIA.- Es lo que marca la División Estudios Legislativos, que refiere a la responsabilidad 
solidaria. 


SEÑOR COURIEL.- Creo que ya que desglosamos el artículo 83, deberíamos hacer lo mismo con este 
para buscar una nueva redacción. 


SEÑOR AGAZZI.- De acuerdo. 
(Apoyados.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda desglosado el artículo 84 y se le encomienda al señor Senador Nin 
Novoa la nueva redacción, que se considerará en la próxima sesión. 


El artículo 85 también se había desglosado. 
Léase la parte correspondiente del informe. 
(Se lee:) 


“En cuanto al artículo 85 in fine, destino de los decomisos, expresa 'sin perjuicio del debido 
proceso judicial”, debiendo destacarse que en el texto proyecto no está implementada ninguna clase de 
procedimiento ni judicial ni administrativo por lo cual dicha referencia carece de base.” 


SEÑOR AGAZZI.- Antes habíamos hablado de los decomisos; el artículo 85 es un complemento. 
Podría no decirse nada, pero creo que tiene la intención de clarificar que lo que se decomisa -como 
equipos, bienes, artes y productos acuáticos- será subastado o donado a beneficio social o, en su 
caso, destruido, cuando se trate de productos cárnicos y pasen cierta cantidad de días, sin perjuicio del 
debido proceso judicial. Al redactarse de esta manera, creo que se parte de la base de que la Justicia 
va a participar de alguna manera, aunque no está especificado cómo. En este momento no se me 
ocurre cómo indicarlo. También me doy cuenta de que, por ejemplo, si se decomisa un trasmallo de 
alguien que está pescando en un arroyo donde no está permitido hacerlo, no se lo va a pasar al juez 
porque atoraríamos a la Justicia con cosas menores; pero si se decomisa un barco, eso sí tiene que ir 
a la Justicia, porque, entre otras cosas, es propiedad de alguien. 


SEÑOR SARAVIA.- Además, en cuanto a los decomisos de aduana -incluso en la normativa que se 
votó el período pasado, relacionada con el crimen organizado-, hay determinados bienes, como casas 
y barcos, que tienen valores extraordinarios, muy importantes, y al final del proceso hay una 


responsabilidad del Estado, porque podría ocurrir que se remate el bien y luego la persona demuestre 
ser inocente. En esas situaciones tiene que haber un proceso judicial. No es lo mismo decomisar una 
caña de pescar o un trasmallo que un barco, que de repente vale US$ 1:000.000, o una lancha, que 
puede valer US$ 200.000 o US$ 300.000. En la ley sobre lavado de activos y crimen organizado 
corregimos ese aspecto para impulsar las donaciones, pero el Estado se hace responsable; si a una 
persona se le decomisan determinados bienes y al final del proceso judicial demuestra que es 
inocente, el Estado tiene que hacerse cargo de la responsabilidad que le cabe. Creo que tendríamos 
que buscar una redacción en la que las cosas queden más claras en este sentido. 


SEÑOR AGAZZI.- Entonces, desglosamos este artículo. 


SEÑOR COURIEL.- Tal vez valga la pena tener algún diálogo con los informantes, para que ayuden a 
redactarlo. 


SEÑOR AGAZZI.- Los asesores jurídicos del Palacio Legislativo nos hacen un análisis jurídico, pero 
hay cuestiones que no las puede decidir la División Estudios Legislativos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, desglosamos el artículo 85. 
Pasamos a considerar el artículo 86. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Pasamos a considerar el artículo 87, que también fuera desglosado. 
Léase el informe de la División Estudios Legislativos. 
(Se lee:) 


“En relación con el artículo 87, título ejecutivo, conforme a la salvedad expuesta por el señor 
Senador Bordaberry, correspondería tener presente lo dispuesto por el artículo 91 del Código Tributario 
en el cual le adiciona a las resoluciones la condición de firmes, esto es, agotada la vía administrativa. 


Asimismo, a simple modo indicativo, en ese artículo 91 y siguientes del Código Tributario, se 
implementan los procedimientos y garantías de los administrados en dicha materia. 


En síntesis, respecto al artículo 87, entendemos que la redacción debería completarse a los 
efectos de imprimir garantías para los administrados así como para corregir el procedimiento en forma 
integral.” 


SEÑOR AGAZZI.- Se nos hacen dos sugerencias que, según creo, están bien. Acorde a ellas, el 
artículo debería comenzar diciendo: “Las resoluciones firmes que establezcan los importes”, y 
finalizaría con el agregado de la frase: “de acuerdo con lo establecido en el artículo 91 del Código 
Tributario”, luego de “constituirán título ejecutivo”, precedida por una coma. 


SEÑOR COURIEL.- En el informe se habla del artículo 91 y siguientes del Código Tributario. 


SEÑOR AGAZZ!I.- Es cierto; pero en la frase anterior se dice “correspondería tener presente lo 
dispuesto por el artículo 91 del Código Tributario”. 


SEÑOR COURIEL.- De acuerdo, pero luego se expresa: “Asimismo, a simple modo indicativo, en ese 
artículo 91 y siguientes del Código Tributario, se implementan los procedimientos y garantías de los 
administrados en dicha materia”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es correcto lo que señala el señor Senador Couriel. 
SEÑOR COURIEL.- Me he limitado a leer exactamente lo que dice el informe, señor Presidente. 
(Dialogados.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Según me acota Secretaría, la expresión “artículo 91 y siguientes del Código 
Tributario” es de referencia común en técnica legislativa, es decir, es un modo de expresión que se 
emplea habitualmente para redactar en esta materia. Por lo tanto, la aceptamos. La frase a agregar al 
final del artículo deberá decir: “de acuerdo con lo establecido por el artículo 91 y siguientes del Código 
Tributario.” 


Léase el artículo 87 con las modificaciones propuestas. 
(Se lee:) 


“Artículo 87. (Título ejecutivo).- Las resoluciones firmes que establezcan los importes que 
resulten de la aplicación de multas, de las erogaciones que deba realizar la Dirección Nacional de 
Recursos Acuáticos en los procedimientos de decomiso de productos, depósito y conservación de los 
mismos cuando fuere posible, así como por el mantenimiento, conservación y traslado de buques, 
instrumentos y artes de pesca y en general de todas las prestaciones que la ley establezca, 
constituirán título ejecutivo, de acuerdo con lo establecido por los artículos 91 y siguientes del Código 
Tributario.” 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Cabe recordar que los artículos 83, 84 y 85 del Capítulo X han quedado desglosados. 
En consideración el artículo 88. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Pasamos a considerar el artículo 89. 
SEÑOR AGAZZI.- ¿Podría leerse por Secretaría, señor Presidente? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Por supuesto. 


Léase el artículo 89. 


(Se lee:) 


“Artículo 89. (Medidas urgentes).- El Director General de la Dirección Nacional de Recursos 
Acuáticos, mediante resolución fundada, tomará las primeras y más urgentes medidas a efectos de 
hacer cesar de forma inmediata la realización de una actividad contraria a las normas vigentes 
nacionales e internacionales. Entre otras y con la colaboración de las autoridades competentes, podrá 
solicitar la detención de la embarcación infractora para su conducción al puerto uruguayo más cercano. 


Corresponderá luego, la prosecución de todas las actividades administrativas concernientes 
a la determinación e imposición de la sanción pertinente.” 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el informe de la División Estudios Legislativos sobre el artículo 90. 
(Se lee:) 


“Finalmente, en cuanto al artículo 90, que dispone: 'Deróganse todas las leyes y decretos 
que se opongan directa o indirectamente a la presente ley”, esta opción del Legislador constituye una 
aplicación del principio de derogación por oposición como alternativa al principio de derogación 
expresa. 


Ahora bien, esta División entiende que “en ciernes' la normativa proyectada no afecta en 
sustancia a las disposiciones contenidas en el Código de Comercio, dado que el proyecto de ley 
analizado regula la responsabilidad infraccional de naturaleza administrativa, al tiempo que el Código 
de Comercio reglamenta la responsabilidad de naturaleza civil y comercial entre los actores 
intervinientes en el mundo marítimo”. 


SEÑOR AGAZZI.- Nosotros planteamos la duda de si la derogación de todas las normas afectaba al 
Código de Comercio, pero queda bastante claro que esto es de naturaleza administrativa. 


Sin embargo, tengo otra duda con respecto a esta derogación que se prevé en el artículo 90, 
porque Uruguay tiene muchos tratados internacionales firmados en materia de pesca y debemos tener 
cuidado, porque no olvidemos que esta clase de tratados, que viene de organismos internacionales, se 
ratifica en el Parlamento por medio de una ley. No es lo mismo derogar una norma que se oponga a lo 
que aquí establecemos que derogar nuestra adhesión a un acuerdo internacional. Creo que aquí 
habría que exceptuar también las normas referidas a los tratados internacionales firmados por la 
República. En este sentido, solicito que se desglose el artículo 90 a los efectos de hacer las consultas 
pertinentes. 


SEÑOR COURIEL.- En general, no recuerdo haber visto que se derogue lo que establece un tratado, 
pero creo que está bien que se hagan las consultas del caso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, se mantiene desglosado el artículo 90. 
Léase el artículo 91. 


(Se lee:) 


“Artículo 91.- (Reglamentación).- El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley en un plazo 
de ciento ochenta días.” 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Ha quedado aprobado todo el articulado del proyecto de ley con excepción de los artículos 
desglosados, que son: 9, 15, 16, 17, 18, 24, 25, 31, 32, 36, 44, 45, 83, 84, 85 y 90. Los consideraremos 
en la próxima reunión. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 14 y 9 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


